PROYECTO DE RESOLUCION
La Honorable Cámara de Diputados de Buenos Aires
RESUELVE

Reclamar la inmediata rescisión de los contratos a las empresas concesionarias de obras, mediante el sistema de peajes, de las rutas 2, 11, 36, 56 y 74, ante los múltiples incumplimientos de los mismos; y que éstas y otras de libre circulación no vuelvan a ser concesionadas, con similar modalidad ni en forma monopólica. 

Expresar la necesidad y conveniencia de realización de obras de mantenimiento, mejoramiento y ampliación de la red vial, mediante la afectación de los recursos económicos originados en los impuestos percibidos anualmente con dicho fin, y con los otorgados actualmente a los concesionarios en concepto de subsidios y compensaciones.                
:

FUNDAMENTOS

El proyecto oficial

El pasado día 14 de mayo, la ministra de Infraestructura bonaerense, Cristina Álvarez Rodríguez, confirmó la decisión del gobierno provincial de rescindir los contratos de concesión que las empresas: Concesionaria Vial del Sur S.A. (COVISUR) y Caminos del Atlántico S.A.C.V tienen respectivamente sobre la Autovía 2 y la ruta 11, principales accesos a los centros turísticos de la costa.
Esta iniciativa ya había trascendido en el mes de febrero del pasado año, durante la administración de Felipe Solá, en oportunidad de expresar éste su intención de que tanto la ruta interbalnearia 11 como la ruta 56, que forman parte del corredor vial que está bajo la concesión de Caminos del Atlántico, se convirtieran en autovías similares a la ruta 2, con dos carriles de circulación por cada mano.

Según se informó, el objetivo central era "mejorar sensiblemente las condiciones de seguridad vial y así intentar reducir los altísimos índices de accidentes de tránsito que se registran en estas rutas que, en temporada, se ven desbordadas con los vehículos de turistas”. Para ello se deberían “hacer las obras de infraestructura que aún faltan realizar" en este sistema conformado por las rutas 2, 11, 56, 36 y 74.
Claro que el costo que implicaría una obra vial de tales características no está en los planes de la empresa Caminos del Atlántico, dado que los seis años que le faltaban para explotar la concesión, no les serían suficientes para recuperar tamaña inversión. Similares argumentos esgrimieron desde el gobierno provincial respecto de la empresa COVISUR, concesionaria de la autovía 2, que tampoco estaba dispuesta a ejecutar una serie de nuevas obras porque no le cerraría la ecuación financiera inversión-tiempo de recupero. 
Ante la manifiesta imposibilidad de las actuales empresas concesionarias de responder adecuadamente a un plan de obras, el Poder Ejecutivo les habría ofrecido el año pasado acordar la rescisión anticipada de los contratos, a cambio de una compensación que las propias empresas calcularán. 

Finalmente, los funcionarios del gobierno no pudieron precisar cuando se concretaría la terminación de los contratos, aunque indicaron que las empresas les tendrían que contestar en esos días sobre “cuál sería el precio de salida” ya que estaban en el final de la negociación, remarcando que era un hecho que habían aceptado la propuesta del gobierno para su finalización. 

De todos modos, el anterior ministro del área dejó en claro que la indemnización para COVISUR y Caminos del Atlántico “no estará a cargo del Estado sino del futuro concesionario”. La idea de Solá era que sea un único concesionario el que maneje las rutas 2 y 11 en un plazo de diez años.
En esta oportunidad, la ministra de infraestructura aseguró que la idea es que un sólo concesionario se haga cargo del llamado Corredor del Atlántico y estimó que para este proyecto será necesaria una inversión del orden de los mil millones de pesos. Para la nueva adjudicación, el gobierno provincial utilizará como herramienta clave la Ley de Iniciativa Privada, aún no reglamentada.
Según la funcionaria, el futuro concesionario estará obligado a ejecutar las obras que requiera la Provincia y en compensación se le autorizará instalar cabinas de peaje adicionales a las existentes. En la ruta 11 deberá construir la doble mano entre General Conesa hasta San Clemente del Tuyú, unos 70 kilómetros, con la posibilidad de instalar una cabina de peaje en General Lavalle.
De acuerdo a lo informado, se incluirán en el pliego de concesión “la remodelación de la ruta 36 hasta su empalme con la 11 para, permitir llegar a las ciudades de costa sin tomar la Autopista Ruta 2; y también la remodelación de las rutas 56 y la 74, que conecta la ruta 2, a la altura de Las Armas, con General Madariaga y Pinamar”.

Los posibles grupos beneficiarios 
Con posterioridad a los anuncios de febrero de 2007 y en medio del silencio de las empresas, el gobierno de Felipe Solá adelantó que el grupo español Abertis y la firma Caminos de América son posibles licenciatarios Y competirán por la concesión de las rutas 2 y 11 
Semanas después de que el medio informativo Infobae anticipara que las empresas Coviares y Caminos del Atlántico, concesionarias de las rutas 2 y 11, habrían decidido abandonar el servicio, el gobierno bonaerense comunicó que entre los posibles inversores se anotaron el grupo español Abertis y un grupo de capitales argentinos liderado por el empresario Eduardo Eurnekian, a través de la empresa Caminos de América.

El comunicado oficial reveló que: “Como posibles inversores se encuentran Abertis, que tiene una importante participación en Autopistas del Sol y Autopistas del Oeste, y capitales argentinos liderados por el empresario Eduardo Eurnekian, que a través de la empresa Caminos de América controla, desde el 2003, los 1.239 kilómetros correspondientes al corredor vial nacional 4, integrado principalmente por la ruta 8”.
Cabe mencionar que el grupo Abertis -que incluye a empresas constructoras y viales españolas-, a través de las mencionadas concesiones en la actualidad maneja los Accesos Norte (Panamericana y avenida General Paz) y Oeste (a Luján) de la ciudad de Buenos Aires. 

Fuentes cercanas al empresario Eurnekian confirmaron que “hubo contactos por parte del gobierno provincial para saber del interés en las rutas”, pero aclararon que son horas de incertidumbre “ya que no se conocen los pliegos de la licitación futura”.

El por entonces ministro de Infraestructura, Vivienda y Servicios Públicos, Eduardo Sícaro, informó meses más tarde que en el gobierno aguardaban las respuestas de los concesionarios para continuar con la decisión oficial. Sin embargo, el año 2007 transcurrió sin novedades al respecto y poco es lo que se había avanzado, hasta que en los últimos meses el tema se ha reflotado oficialmente. 
Los reclamos de los usuarios
Ante las primeras declaraciones realizadas respecto al tema por parte integrantes de la actual gestión de gobierno provincial, el Comité Nacional de Defensa del Usuario Vial (CONADUV) exhortó al Gobernador de la Provincia de Buenos Aires, Daniel Scioli, y a la ministra de Obras y Servicios Públicos, Arq. Cristina Álvarez Rodríguez, como así también a los legisladores, a “tomar coraje y tener decisión y voluntad política para rescindir los contratos de concesión por peaje de la autovía Nº 2 y la ruta ínterbalnearia Nº 11, ya que son claramente leoninos por ser contrarios al interés general, e ilegales por no cumplir con lo expresamente establecido en al Ley de peaje provincial”.
Cabe destacar que, entre otras entidades, este comité de usuarios viales está integrado por: el Frente Agropecuario Nacional (FAN), el Centro Argentino de Ingenieros Agrónomos (CADIA), CONINAGRO, Confederación Intercop Agropecuaria Cooperativa Ltda., la Cámara Empresaria de Transporte de Pasajeros de Larga Distancia (CELADI), la Federación Agraria Argentina (FAA), la Federación Centro y Entidades Gremiales de Acopiadores de Cereales, la Confederación del Transporte Automotor de Cargas (CATAC), el Frente Agropecuario Nacional (FAN), FEDECAMARAS, la Confederación General de la Producción (CGP), la Confederación General Económica (CGE), la Cámara Argentina de Transportadores con Equipos Tolvas (CATET), la Comisión de Vecinos de la ciudad de Mercedes, la Federación del Personal de Vialidad Nacional, la Asamblea de Pequeños y Medianos Empresarios (APYME), la Comisión Autoconvocada Ciudadanos Perjudicados de Chascomús, la Cooperativa Diesel Ltda., la Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur (PROCONSUMER), la Asociación Pequeños y Medianos Empresarios Viales (APYMEV), Defensa de Usuarios y Consumidores (DEUCO), y   

el Centro de Estudio e Investigación del Medio Ambiente, Tránsito y Transporte (CEYMATT). 

El CONADUV manifestó que: “Teniendo en cuenta que los usuarios viales son parte del contrato, ya que son quienes mantienen el sistema con el aporte de las tarifas de peaje que abonan, debe convocarse en forma urgente a una audiencia pública vinculante con la participación activa de los usuarios viales, con la finalidad de poder expresar en la misma los reclamos de este régimen perverso de falso peaje, como así también las alternativas para solucionar el tema que tantos perjuicios económicos y sociales han ocasionado no sólo a los usuarios viales sino a toda la comunidad en su conjunto”.

Hay que señalar que a pesar de haber pasado más de 16 años de implementadas estas concesiones, nunca se creó un Ente Regulador u Organismo de Control que contemple la participación activa de los usuarios viales con voz y voto.
El CONADUV sostiene, con claros fundamentos técnicos-económicos y legales, que de ninguna manera los concesionarios viales deben ser indemnizados por parte del Estado Provincial. Para esta entidad, corresponde todo lo contrario; tanto COVISUR como Caminos del Atlántico deben reintegrar a los usuarios viales el dinero que fue cobrado en forma indebida por tarifas de peaje que no han cumplido ni cumplen actualmente con la Ley de peaje provincial.
Una prueba concreta de que este falso peaje actúa como un nuevo costo -ya que las tarifas no cumplen con la Ley-, es la Resolución 949/91 de la Provincia de Buenos Aires, donde se reconoce que el sistema implica un cargo económico para los usuarios y que es un nuevo costo, autorizando a trasladar la tarifa de peaje al precio del pasaje del transporte público de pasajeros.

Es por ello que el peaje de ninguna manera puede ser un nuevo costo o un subsidio al concesionario, sino el pago de una contraprestación real ofrecida.
Es importante destacar que, teniendo en cuenta que tanto en nuestras rutas nacionales como provinciales la densidad de tránsito es baja, y es por ello que el sistema de cobro de peaje con cabinas en ruta es inaplicable técnica y económicamente, ya que el costo de las garitas es tan elevado que no llega dinero al camino para poder llevar a cabo las inversiones necesarias.
La entidad que agrupa a los usuarios exige que se cumpla con la ley mediante la cual se creó la denominada tasa al gasoil en 2001, que contempla la creación de un fondo fiduciario para mejorar “la situación por la que atraviesan muchas rutas de la Argentina”.

Uno de los objetivos principales de la mencionada norma fue eliminar las cabinas de peaje que, según la CONADUV, “tantos perjuicios económicos han producido”. Sin embargo, los aportes que vienen realizando los usuarios viales y el sector de la producción, “son destinados a otras finalidades del Estado”. 

De esta forma, lejos de eliminarse los peajes, tal como estaba previsto en la ley que dio origen a la tasa al gasoil, desde CONADUV aseguran que se están creando nuevas garitas en distintas rutas, como ocurrió en la ruta nacional Nº 8 que une las localidades de Pilar y Pergamino, lo que implicó un aumento encubierto de aproximadamente el 250 %, para los usuarios. 

Tarifas  

Jorge Lasca, coordinador de la CONADUV y presidente de Centro Argentino de Ingenieros Agrónomos, aseguró que las tarifas que se están cobrando en las rutas 2 y 11 “son ilegales”, por lo cual consideró que las empresas que están a punto de abandonar la concesión “no deberían recibir un sólo centavo de indemnización”. 

Actualmente, en la ruta 2 existen dos estaciones de peajes: Samborombón, donde los autos categoría 1 abonan $5,20; y Maipú, $ 2,90. En tanto, la ruta 11 tiene tres peajes: Gral. Conesa, $ 4,60; General Madariaga, $1,95; y Mar Chiquita, $ 2,30. 

Ante dichas manifestaciones, el por entonces ministro de Infraestructura bonaerense, Eduardo Sícaro, afirmó que las “tarifas que se cobran actualmente son 50% menores a los que se cobraban en la década pasada”, ya que fueron rebajadas durante el gobierno de Carlos Ruckauf.

La Ley provincial Nº 9.254, que autoriza el otorgamiento de concesiones de obras con peaje, señala que el Poder Ejecutivo Provincial debe contemplar dos requisitos a cumplir en lo que se refiere a la tarifa de peaje: a) La tarifa no debe superar el beneficio económico del usuario, que puede medirse a través de estudios de ingeniería económica de transporte; y b) Si aun cumplido lo anterior, dicha tarifa produce una rentabilidad irrazonable para el concesionario, también deberá reducirse, para propiciar el máximo beneficio remanente para el usuario. 

En ese sentido, Lasca argumentó que, desde el año 1992 el CADIA viene solicitando por distintos medios “copia del estudio técnico-económico que fundamente las tarifas de peaje que se están cobrando en las rutas provinciales N° 2 y 11, a fin de poder verificar y comprobar si se cumple con la Ley 9.254. La respuesta al día de la fecha no ha sido concretada y los estudios solicitados no fueron proporcionados por las autoridades correspondientes”. 

En ese sentido, el titular del CADIA argumentó que en la actualidad la función principal de un camino, que es la de generar riquezas o beneficios económicos, “no se cumple, logrando así generar pérdidas que perjudican no sólo al sector agropecuario, sino a toda lo comunidad en su conjunto”. 

Cabe mencionar que, de acuerdo con un informe elaborado por la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (FLACSO), se sostiene: “Según los estudios disponibles sobre ahorro de usuario, las inversiones previstas se hacen insuficientes para alcanzar un estado de los caminos compatible con la reducción de los costos de operación de los vehículos, en un monto tal que compense la tarifa de peaje a pagar.

Expresado de otra manera, no se está alcanzando la efectiva reducción de los costos de transporte, promovida por la ley de peaje y enunciada como principal objetivo de las concesiones”.
Los efectos de las privatizaciones

Existen evidencias suficientes como para concluir que las recurrentes renegociaciones contractuales con las empresas concesionarias y licenciatarias de los servicios públicos privatizados han terminado por configurar una situación de desquicio normativo y regulatorio -con un claro beneficiario- que demandaría una urgente intervención del Poder Legislativo, con un activo apoyo de las distintas asociaciones de usuarios y consumidores, tendiente a revisar la legalidad de lo actuado por las autoridades provinciales durante las últimas dos décadas, y de sancionar aquella legislación que permita compensar -y revertir- la asimétrica distribución de costos y beneficios, privados y sociales.

Con respecto a los efectos que han tenido tanto las privatizaciones de los servicios públicos realizadas en la década de los 90, como las renegociaciones a los contratos que se han venido implementando durante la presente, consideramos muy importante el estudio realizado por el Instituto Argentino para el Desarrollo Económico (IADE). La mencionada institución ha producido un detallado análisis, el cual transcribimos a continuación dada la importancia del mismo para la consideración de este tema:    

Una caracterización global del programa de privatizaciones desarrollado en la Argentina durante los años noventa remite a la consideración de muy diversos rasgos distintivos. Al respecto, basta con resaltar la escasa o nula preocupación por la difusión de la propiedad de las empresas privatizadas, con su lógica contrapartida en la profundización del proceso de concentración y centralización del capital; la celeridad -no exenta de improvisaciones- y lo abarcativo de las concreciones; la formulación -tardía, limitada y, cuando no, precaria- de marcos regulatorios y la constitución de débiles agencias reguladoras -muchas veces, con posterioridad a la transferencia de los activos- a partir de decretos y resoluciones del Poder Ejecutivo y no de leyes específicas; la desprotección de usuarios y consumidores y, en síntesis, la generación de áreas privilegiadas por las políticas públicas (rentas extraordinarias, nulo riesgo empresario, reservas de mercados mono u oligopólicos).
El programa de privatizaciones desarrollado en el país surge, en última instancia, como resultado lógico y previsible de las urgencias políticas y fiscales con las que se encaró, y de las consiguientes improvisaciones e imprecisiones normativas.
Estas últimas han derivado, en la generalidad de los casos, en renegociaciones con el sector privado que tienen un claro denominador común: garantizar un nulo riesgo empresario y preservar sus rentas de privilegio a partir de una concepción en la que la "seguridad jurídica" queda circunscripta a mantener inalterada una opaca ecuación económico-financiera original de quienes se hicieron cargo de los servicios públicos privatizados, aún cuando ello suponga contravenir normas jurídicas de superior rango legal. 
Más aún, atento a las propias insuficiencias y limitaciones regulatorias, donde el componente de los costos de tal ecuación no está sujeto a control alguno, las preocupaciones oficiales parecerían quedar restringidas a la maximización de los ingresos y los beneficios -presentes y futuros- de tales firmas, al margen de toda otra consideración. Los ejemplos que ofrecen las telecomunicaciones, el agua potable y los servicios cloacales, los ferrocarriles y las concesiones viales resultan sumamente ilustrativos de la funcionalidad de las acciones -y omisiones- oficiales respecto de los intereses del sector privado.

Concesiones viales

La concesión bajo el sistema de peajes de casi 10.000 km de rutas nacionales (el 32% de la red nacional pavimentada, donde se concentra más de las dos terceras partes del tránsito vehicular), emerge como uno de los primeros pasos del abarcativo programa de privatización desarrollado en el país. Así, en 1990, fueron concesionados 18 corredores viales nacionales, adjudicados a 13 consorcios, en los que se integran las principales empresas de la construcción que, como producto de su larga experiencia como contratistas del Estado, cuentan con una sólida capacidad de lobby.
Al igual que en otros sectores, los incumplimientos de compromisos contractuales -en especial, los referidos a planes de inversión- que terminan siendo avalados por opacas renegociaciones contractuales con el Poder Ejecutivo; las recurrentes modificaciones regulatorias en materia tarifaria, así como con respecto a sus cláusulas de ajuste periódico; la no observancia de la legislación vigente -como la propia ley de Reforma del Estado (Ley 23696), la de peaje (Ley 17520), la ley de Convertibilidad (Ley 23928), la del Pacto Fiscal Federal (Ley 24468)-; la demorada constitución de un órgano de control sumamente débil, y totalmente subordinado a las decisiones del Poder Ejecutivo; denotan la funcionalidad de las acciones -y omisiones- de las políticas públicas respecto de los intereses privados.
Antes de reseñar las principales discontinuidades regulatorias que enmarcan tal funcionalidad, cabe señalar las principales condiciones bajo las que se concesionó el mantenimiento y explotación de buena parte de la red vial nacional. Así, las variables que resultaron decisivas al momento de adjudicar cada uno de los corredores concesionados fueron el canon a percibir por el Estado, y las obras e inversiones complementarias contenidas en las respectivas ofertas. Por su parte, el plazo original de las concesiones era de 12 años a contar a partir del 1º de noviembre de 1990. Las obligaciones de los concesionarios se centraban sobre el desarrollo de un cronograma de inversiones y obras (prioritarias, mejorativas y complementarias) comprometidas contractualmente, y en mantener determinados -muy poco exigentes- niveles de calidad del servicio prestado (Indices de Estado y de Serviciabilidad Presente) a los usuarios.

Por último, en materia tarifaria se fijó, originalmente, un valor medio de $ 1,50 cada 100 km, ajustable mensualmente según la evolución de un índice combinado de precios (40% de la variación de los mayoristas, 30% de los minoristas y 30% de la variación del tipo de cambio del dólar estadounidense). Asimismo, se contempló la posibilidad de modificar las tarifas -previo acuerdo entre el Estado y los concesionarios- siempre y cuando se mantuviera inalterada la ecuación económico-financiera de los concesionarios.

En ese marco, antes de que hubieran transcurrido los seis meses de firmados los respectivos contratos de transferencia, se inició la que se dio en llamar primera renegociación integral. Así, como parte de la implementación del plan de Convertibilidad, se negoció con los concesionarios una reducción de las tarifas de peaje (pasaron a alrededor de $ 1,00 los 100 km) que tuvo como onerosa contrapartida estatal, y de la sociedad en su conjunto: o la eliminación del pago del canon (una de las bases sustantivas sobre las que se estructuró la adjudicación de los distintos corredores viales).

Otras alternativas fueron: el establecimiento de "compensaciones indemnizatorias" a cargo del Estado (alrededor de 60 millones de pesos anuales) como forma de mantener inalterada la ecuación económico-financiera -original- de los concesionarios; o la prórroga del plazo de las concesiones (hasta fines de octubre del año 2003); así como en lo relativo a la ejecución del plan de inversiones comprometido por los concesionarios y al consiguiente cumplimiento de los -exiguos- índices de calidad exigidos; o la fijación de tres aumentos escalonados anuales (entre 1992 y 1994) en las tarifas de peajes (35%, acumulado) y la modificación de las cláusulas de ajuste periódico, contraviniendo en ambos casos las explícitas disposiciones de la ley de Convertibilidad en cuanto a la prohibición de todo tipo de "indexación por precios, actualización monetaria, variación de costos o cualquier otra forma de repotenciación de las deudas, impuestos, precios o tarifas de los bienes, obras o servicios".
Por último, una muy breve caracterización de los resultados agregados de la privatización de buena parte de la red vial nacional asociados, fundamentalmente, a las recurrentes renegociaciones de los contratos originales, obliga a destacar: un muy alto costo social que ha conllevado la concesión de las rutas nacionales bajo el sistema de peaje. Así, durante la vigencia del Plan de Convertibilidad, mientras los precios minoristas crecieron el 54,5% (abril 1991 a diciembre 1998) y los mayoristas el 12,6%, las tarifas de peaje lo hicieron, en promedio, el 69,3 por ciento; o un impensado costo fiscal que, renegociaciones contractuales mediante, demandó un perjuicio próximo a los 800 millones de pesos (por la supresión del canon que debían pagar los concesionarios, más las compensaciones indemnizatorias de las que se hizo cargo el Estado); o un marcado retraso en la ejecución del programa de inversiones comprometido y, por ende, del cumplimiento de los -mínimos- índices de calidad requeridos. 
El monto de tales incumplimientos contractuales supera los cien millones de pesos y, a la vez, los concesionarios no han efectivizado el pago de la mayor parte de las multas que se les impusieron por sus reiterados incumplimientos (alrededor de 28 millones de pesos). Al decir de la Auditoría General de la Nación se ha creado un "estado de impunidad en favor del concesionario"; o muy elevados márgenes de beneficios de los concesionarios (enmarcado en un nulo riesgo empresario). La rentabilidad neta promedio en el período 1990-97 fue de 26,4%, llegando en el caso de algunos concesionarios a casi el 50 por ciento.

En cuanto a este último tema, cabe resaltar que la propia ley de Reforma del Estado que viabilizó la privatización de parte sustantiva de la red vial, establece "que la eventual rentabilidad de la concesión no exceda una relación razonable entre las inversiones efectivamente realizadas por el Concesionario y la utilidad neta obtenida por la Concesión". Sin duda, la "razonabilidad" de márgenes de rentabilidad como los obtenidos por los actuales concesionarios viales es por demás discutible, por lo menos si se los compara con los resultantes de casi cualquier otra actividad económica (local e internacional).
Conclusiones

El proceso de privatización de las empresas prestadoras de servicios públicos que se inició en nuestro país con la sanción de la Ley 23.696, dio lugar a que la casi totalidad de los servicios brindados por el Estado Nacional esté hoy en manos de empresas privadas. El proceso privatizador, justificado teóricamente en la necesidad de mejorar la calidad, disminuir sus costos, bajar los precios y tarifas, y eliminar las pérdidas que, supuestamente, generaban esas prestaciones, significó en ese contexto una reducción sustancial del rol estatal junto con la transferencia del poder real del Estado a los sectores más concentrados de la economía, afectando de esta manera la capacidad de decisión política, los recursos estratégicos y la defensa de los intereses nacionales. 

De acuerdo a un informe elaborado por el ex diputado Marcelo Elías: La así llamada “Reforma del Estado” permitió de tal forma la conquista de mercados internos que se encontraban resguardados de la lógica mercantil, es decir, mercantilizando relaciones que antes no eran mercantiles (sistemas de jubilaciones y salud, por tomar un ejemplo). La lógica de ganancias extraordinarias de las empresas privatizadas se impuso sobre la lógica de las empresas del sector público anteriores a la década del 90. Estas últimas sostenían, en vista del bien público, que no se ganaba plata con las tarifas porque las mismas tenían que alcanzar para sostener la empresa y no para ganar dinero. 

Diluido el principio de bien público que debe guiar la acción del Estado, se resigna la función planificadora del Estado. El futuro pasa a depender, de tal forma, de lo que esas empresas decidan en función de la rentabilidad esperada, sin que importen el interés nacional o los aspectos sociales. 

Esta pérdida de poder por parte del Estado resulta patéticamente evidente en el caso que aquí nos ocupa, que es el de las rutas provinciales 2 y 11, actualmente a cargo de las empresas Concesionaria Vial del Sur S.A. y Caminos del Atlántico S.A.C.V., respectivamente. Así lo reconoce el propio Informe de la Comisión de Adecuación de los Contratos de Concesiones Viales, creada por Decreto 2.142/02 y aprobado por Decreto 1.790/03, el cual dice: 

“De esta forma, los riesgos inherentes a la actividad (servicio y obras) se transfieren al concesionario y si bien esto puede aparecer atractivo y sencillo de manifestar desde una ubicación esencialmente teórica, en la práctica, cuando el concesionario no alcanza los beneficios esperados acude a la Administración Pública de turno, exigiendo modificaciones en el mandato original del Contrato de Concesión. Y si no logra los cambios esperados, con seguridad no cumplirá, con las obras que, como objetivo primordial, se tuvieron en cuenta al momento de la privatización. 

La experiencia nacional e internacional ha demostrado que el diseño regulatorio muchas veces ha fallado en perjuicio del Estado, el que no ha podido garantizar correctamente la transferencia de riesgos al Sector privado, elemento clave a ser considerado en el momento de establecer los principios regulatorios que faciliten la acción del Estado cuando existen incumplimientos de los contratos”. 

En tal sentido, la lógica de renegociación permanente de contratos impuesta por las empresas concesionarias a fin de obtener nuevos beneficios, y acompañada por la complacencia de los sucesivos gobiernos provinciales, significó: 

La ausencia de control en los primeros años de funcionamiento y la levedad de los controles posteriores en relación a los continuos incumplimientos en los plazos de realización de las obras y de las inversiones comprometidas por contrato, junto con la continua reprogramación y renegociación de obras. Controles cuyas escasas multas y penalizaciones por trabajos no ejecutados u otras irregularidades e incumplimientos, sumado a un marco normativo endeble, tornan casi imposible la imposición de la máxima sanción, que es la caducidad de la concesión, licencia o permiso, posibilitando incluso que las empresas concesionarias realicen acciones judiciales contra el Estado Provincial, amparándose en la ausencia de sanciones y reclamando indemnizaciones por parte del mismo. 

Obtener un trato preferencial que se materializa en continuos ajustes tarifarios (con el subsiguiente establecimiento de tarifas extrañas a los costos reales y a la rentabilidad obtenida del constante incremento del volumen de circulación de vehículos) que les permitieron obtener altas tasas de rentabilidad, así como en constantes extensiones en el plazo de explotación de la concesión. 

La inexistencia de un sistema de información de costos y utilidades de las empresas que fundamente las tarifas de peaje que se están cobrando, las cuales, contradiciendo la Ley provincial Nº 9.254, superan ampliamente el valor económico del servicio ofrecido (es decir, no representan el ahorro que el usuario debería recibir en razón de las obras de infraestructura que el concesionario debe realizar). De tal forma se desvirtúa el principio que debe regir todo el proceso: que el peaje constituye el pago de una contraprestación, y no un costo adicional. 

La total desprotección de los consumidores que, de usuarios, han sido convertidos en clientes cautivos de oligopolios privados y, como tales, sujetos a todo tipo de abusos y expoliaciones. Cabe destacar en tal sentido la inexistencia de un ente regulador formado por concesionarios, poder concedente y las asociaciones de usuarios y consumidores, participación reconocida en el último párrafo del artículo 42 de la Constitución Nacional, el cual declara que "la legislación establecerá (...) los marcos regulatorios de los servicios públicos, previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios". 

La creación de fideicomisos y el otorgamiento de beneficios fiscales para desarrollar inversiones en obras de infraestructura que deberían haber sido ejecutadas por las licenciatarias y concesionarias beneficiarias del proceso privatizador, confirmando que las ganancias son privadas, pero las pérdidas y las inversiones son estatales. 

La ausencia de un Plan Director básico determinado por el Estado (como aconseja el Informe de la Comisión de Adecuación de los Contratos de Concesiones Viales anteriormente citado). 

Ante esta situación, que se repite, en mayor o menor medida, en los distintos servicios públicos privatizados, y en el convencimiento de que el proceso privatizador no sólo tiene consecuencias económicas y sociales sino que incide de modo muy importante en las bases mismas del sistema político (porque afecta los derechos y las potestades políticas de todos), muchas opiniones técnicas y políticas comparten la necesidad de examinar y revisar, caso por caso, dichas privatizaciones. 

Tener servicios públicos estatales accesibles, universales, al servicio de un programa de desarrollo socialmente equitativo y geográficamente equilibrado: tal es nuestro anhelo. Servicios que no se vean desvirtuados por tercerizaciones, gerenciamientos, concesiones y otras formas de privatización encubiertas, ya que son los pueblos -y no los empresarios privados- los dueños de los recursos públicos y, en consecuencia, quienes deben determinar la forma en que deben ser explotados y distribuidas las riquezas por ellos generadas. 

Ha tomado estado público la intención por parte del Poder Ejecutivo Provincial de rescindir el contrato de concesión de las Rutas Provinciales 2 y 11, actualmente a cargo de las empresas Concesionaria Vial del Sur S.A. y Caminos del Atlántico S.A.C.V., respectivamente. 

Se desconoce -aunque lo suponemos- si dicha rescisión es consecuencia de la imposibilidad de las concesionarias de cumplir con el plan de obras e inversiones estipuladas por contrato, si las empresas concesionarias registran incumplimientos en los plazos de realización de las obras y de las inversiones comprometidas por contrato desde el inicio de las concesiones a la fecha, y cuáles han sido las sanciones impuestas y debidamente efectivizadas a las concesionarias por parte del Poder Ejecutivo. 

Tampoco sabemos en que términos la rescisión se llevará a cabo, y si se estipula en los mismos -y en forma fundamentada- otorgar a los actuales concesionarios algún tipo de resarcimiento, ya sea por parte de la provincia o de el/los futuro/s concesionario/s. De igual forma, si el monto que se prevé abonar en concepto de indemnización influirá en el precio de tarifa que deberán abonar los usuarios; y si producida la rescisión del contrato, en qué forma y bajo qué términos se llevará a cabo la futura adjudicación. 

Como ya se hizo referencia, el gobierno provincial está negociando la salida de las empresas COVISUR y Caminos del Atlántico del manejo de ambas rutas, y podría otorgar una concesión unificada a una sola firma. 
El CONADUV ha propuesto una serie de acciones respecto a la presente situación, medidas a las cuales adherimos a través de la presente iniciativa. La mencionada entidad plantea: Rescindir de inmediato estos contratos de concesión, llamar a una nueva licitación dejando de lado el sistema de cabinas de cobro en ruta, y aplicando un régimen de peaje “indirecto” o en “la sombra”, sin garitas, mediante la asignación de parte del dinero que se recauda, ya sea de la Tasa al Gas-oil que recauda más de $ 2.000 millones anuales y que fue creada para eliminar las cabinas de peaje y hacer obras de infraestructura, o bien del Impuesto a los combustibles que acumula anualmente la suma de más de $ 9.000 millones.

Lamentablemente, dichos fondos son desviados a otros fines, y es por ello que se exhorta a quienes nos gobiernan como a quienes nos representan, a administrar como corresponde esas sumas fenomenales de dinero para poner en práctica un verdadero Proyecto Vial Nacional que contemple toda la red caminera del País, eliminado las cabinas de peaje y haciendo las obras de infraestructura que tanto reclamamos y necesitamos.
Debe terminarse de una vez por todas con este régimen nefasto de “falso peaje”, que es inconstitucional por no haber caminos alternativos libres de pago, ilegal por no cumplirse con las leyes de peaje vigente tanto a nivel nacional como provincial, antieconómico por ser aplicado en rutas de baja densidad de tránsito, por ser injusto y discriminatorio ya que en las Rutas Nacionales los micros y camiones no pagan peaje y sólo lo hacen los vehículos livianos como el automóvil o camioneta.
Constituye una necesidad urgente implementar un verdadero Proyecto Vial Nacional, que contemple toda la red caminera del país, exhortando al gobierno nacional, a los gobiernos provinciales y a quienes nos representan, a que se reasignen en forma efectiva los recursos provenientes de la tasa al gas-oil y el retorno, aunque sea en parte, del impuesto a los combustibles al objeto que le dio origen, permitiendo así el sostenimiento y mejoramiento del sistema vial argentino en condiciones optimas de transitabilidad, sin aduanas interiores, sin barreas y sin pago de peajes.

Es por ello que también se exhorta a las autoridades correspondientes a no llamar a nuevas licitaciones que contemplen la existencia de cabinas de cobro de peaje en las rutas. 
Recuperar los caminos por parte del Estado, supone poner fin al ciclo mas escandaloso dentro del proceso privatizador en Argentina, y a la vez, retomar el manejo de una herramienta estratégica en materia de precios relativos y mejoramiento de la competitividad de la economía.
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